
TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

                                                        1                    
 

 
EXP. NÚM. 1543/2017-III 

ACTOR: *******. 
 

 
 

    ACTUACIONES 

 

 

Mazatlán, Sinaloa, veinticuatro de noviembre de dos mil 

diecisiete. 

 

Visto para resolver el presente juicio de nulidad número 

1543/2017, promovido por la ciudadana *******, por su propio 

derecho, demandó al Dirección de Ingresos de la Tesorería 

Municipal del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa, y;  

 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1.- El trece de julio de dos mil diecisiete, mediante escrito 

inicial de demanda compareció ante esta Sala Regional Zona Sur del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, la ciudadana 

*******, por su propio derecho, demandó a la Dirección de Ingresos 

de la Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento de 

Mazatlán, Sinaloa; por la nulidad de los  Créditos Fiscales 

determinados los recibos con números de folio ******* y 

******* por conceptos de ―ADIC. 10% ASIST. SOC. PREDIA‖, 

―HONORARIOS NOT. IMP. PREDIA‖, ―GASTOS EJECUCIÓN IMP. PREDI.‖, 

―GASTOS EXTRAORDINARIOS C.‖ y ―HONORARIO NOT. LIQUIDACIÓN‖. 

 

2.- Admitida que fue la demanda y desahogada la prueba 

documental presentada por el actor, se emplazó a la autoridad 

demandada, la cual compareció a juicio en tiempo y forma, según se 

advierte de las constancias procesales que conforman el presente juicio. 

 

3.- Mediante auto dictado por esta Sala con fecha veintiocho de 

septiembre de dos mil diecisiete, se otorgó a las partes un término de 

tres días para que formularan alegatos, sin que hubiesen realizado 

manifestación alguna no obstante que se encuentran debidamente 

notificados.  

 



4.-  Por auto de fecha nueve de octubre de dos mil diecisiete, 

se declaró cerrado el periodo de instrucción, citándose el juicio para oír 

sentencia, y; 

 

C O M P E T E N C I A  

 

        I.- Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente 

juicio conforme a lo establecido en los artículos 2º, 3º, 13, 22 y 23 

Fracción I de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

 

II.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte 

actora, a título de conceptos de nulidad y excepciones, este Juzgador 

omitirá su trascripción sin que por ello, de ser necesario deba 

pronunciarse a su estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar no 

constituye una omisión formal en la estructura de la presente sentencia 

acorde con lo preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, y que además, no representa 

fuente generadora de agravios a las partes del presente juicio.  

 

III.- Señalado lo anterior, acorde a lo establecido en la fracción I 

del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, este resolutor procede a la fijación de los actos impugnados que 

lo constituyen Créditos Fiscales determinados los recibos con 

números de folio *********************************** y 

******* por conceptos de ―ADIC. 10% ASIST. SOC. PREDIA‖, 

―HONORARIOS NOT. IMP. PREDIA‖, ―GASTOS EJECUCIÓN IMP. PREDI.‖, 

―GASTOS EXTRAORDINARIOS C.‖ y ―HONORARIO NOT. LIQUIDACIÓN‖. 

 

Respecto de los actos en descripción, la parte actora requiere de 

este Tribunal, en vía de pretensión procesal, se pronuncie declarando su 

nulidad en virtud de que —afirma— se violentan las disposiciones legales 

aplicables. 
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IV.- Ahora bien, previo al estudio de los puntos controvertidos, en 

observancia a lo previsto por la fracción II del artículo 96 y último párrafo 

del numeral 93, ambos preceptos de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, este Juzgador se pronuncia al análisis de las 

causales de improcedencia y sobreseimiento expuestas por la autoridad 

demandada.  

 

En primer término, la autoridad demandada Dirección de 

Ingresos de la Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento 

de Mazatlán, Sinaloa, quien considera que en el presente juicio se 

actualizan las hipótesis normativas de improcedencia y sobreseimiento 

del juicio, previstas en el artículo 94 fracción III, y las fracciones VIII y 

XI del artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 

Sinaloa, al considerar que no le asiste el carácter de parte demandada en 

la especie en términos del artículo 42 fracción II del ordenamiento legal 

en mención, ya que no emitió los actos impugnados y además 

sustancialmente expone que no se acredita la existencia del acto 

impugnado, por no ser –en su estima- un acto de autoridad. 

 

Es infundado el sobreseimiento planteado, por las consideraciones 

siguientes: 

 

        Los artículos antes citados, establecen: 

“ARTÍCULO 94. Procede el sobreseimiento del juicio cuando: 

(…)  

III.- Sobrevenga o se advierta durante el juicio o al dictar 

sentencia, alguno de los casos de improcedencia a que se 

refiere el artículo anterior;  

(…)”. 

“ARTÍCULO 93.- Será improcedente el juicio ante el Tribunal 

de Justicia Administrativa cuando se promueva en contra de 

actos:  

(…)  

XI.-En los que la improcedencia resulte de alguna otra 

disposición legal. 

     (…)”. 

 



Del contenido de las disposiciones legales en cita, se advierte que 

procederá el sobreseimiento del juicio, cuando se advierte durante el 

juicio o al dictar sentencia, algún caso de improcedencia y en los que se 

promueva el juicio en contra de actos en los que la improcedencia resulte 

de otra disposición legal. 

 

En tanto que el numerales 42, fracción II, inciso a) de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, cita: 

“ARTICULO 42. Son partes en el Juicio Contencioso 

Administrativo, las siguientes: 

         (…) 

         II. El demandado. Tendrán ese carácter:  

         a) La autoridad que dicte, ordene, ejecute o trate de ejecutar 

el acto impugnado; 

  (…)”. 

 

Como se advierte, el numeral transcrito define los requisitos a fin 

de considerar que se integre debidamente la legitimación de la autoridad 

demandada, entre ellos el señalamiento preciso de que dichas 

autoridades hayan dictado, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar el 

o los actos impugnados es decir no basta  el señalamiento del enjuiciante 

en relación a que dicha autoridad emitió y ejecutó el acto traído a juicio, 

sino que resulta necesario que se configuren elementos objetivos que 

contengan la expresión de la voluntad de las autoridades que 

participaron en la realización de los actos impugnados. 

 

Así, las características distintivas que debe tener una autoridad a fin 

de ser considerada como tal, son:  

1) La existencia de un ente de hecho o de derecho que establece 

una relación de supra a subordinación con un particular; 

2) Que esa relación tenga su nacimiento en la ley, lo que dota al 

ente de una facultad administrativa, cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser 

de naturaleza pública la fuente de esa potestad;  

3) Que con motivo de esa relación emita actos unilaterales a 

través de los cuales cree, modifique o extinga por sí o ante sí, 

situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del particular; y 

 4) Que para emitir esos actos no requiera acudir a los órganos 

judiciales ni precise del consenso de la voluntad del afectado. 
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De acuerdo a lo anterior, para determinar la calidad de autoridad es 

indispensable analizar las características particulares de aquel a quien se 

le imputa el acto reclamado y la naturaleza de éste, es decir, a quién y 

qué se reclama en el juicio. 

 

En el artículo 34 fracción I de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Sinaloa1, se establece que el contribuyente podrá determinar o 

declarar el valor de los inmuebles mediante avalúo  directo practicado por 

el perito debidamente registrado ante el Instituto Catastral del Estado de 

Sinaloa, o mediante avaluó catastral.  

 

Asimismo, en el incido d) del numeral 37 de la referida Ley de 

Hacienda2, se establece la atribución de la Tesorería Municipal para emitir 

un informe con el impuesto a pagar.  

 

En esa tesitura, lo que nos resta es establecer en la especie si la 

actora se autodeterminó la contribución que nos ocupa o la demandada 

estableció el importe a pagar.  

 

Del análisis al escrito inicial de demanda, tenemos que el enjuiciante 

aduce que la autoridad demandada liquidó el importe por concepto de 

impuesto predial respecto del ejercicio fiscal del dos mil diecisiete. 

 

En ese tenor, para efecto de acreditar la procedencia de su acción, 

así como la imputación determinada a las demandadas en la especie, la 

parte actora ofreció como medio de convicción los recibos de pago 

*************************************************, los 

cuales obran agregados a hojas 14 a 21 de autos, mismos que se 

                                                           
1
 Artículo 34.- Las bases para la determinación del Impuesto Predial serán las siguientes:  

I.- Tratándose de predios rústicos o fincas urbanas, el contribuyente podrá determinar o declarar el valor de 
los inmuebles mediante avalúo directo practicado por perito debidamente registrado ante el Instituto Catastral 
del Estado de Sinaloa, o mediante el valor catastral determinado conforme a la Ley de Catastro; y, 
(…) 
 
2
 Artículo 37.- Los contribuyentes y responsables solidarios del pago de este impuesto, según sea el caso 

tendrán las siguientes obligaciones:  
(…) 
d).- En los casos en que el contribuyente no ejerza la opción de pago señalada en el inciso anterior, la 
Tesorería Municipal le emitirá un informe con las características físicas del predio, el valor catastral 
determinado conforme a las Tablas de Valores Catastrales y el impuesto a pagar. 



observan que fueron emitidos por la Dirección de Ingresos de la Tesorería 

Municipal del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, Sinaloa.  

 

Documentales que surten valor probatorio pleno de conformidad 

con lo establecido en el artículo 89 fracción I de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Sinaloa, por tratarse de pruebas 

documentales públicas. 

 

Ahora bien, la autoridad demandada, en su escrito de contestación, 

niega la determinación de los créditos fiscales que se le imputan. 

 

Por lo tanto, la negativa de la autoridad demandada Dirección de 

Ingresos de la Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento de 

Mazatlán, Sinaloa, implica la afirmación de que el actor se 

autodeterminó el impuesto predial, cuyo entero se hace constar en los 

recibos de pago aportados por el actor y por tanto tiene la carga de 

probar dicha afirmación de acuerdo a lo establecido en el primer párrafo 

del artículo 278  del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 

Sinaloa aplicado de manera supletoria, el cual refiere lo siguiente: 

  

  “ARTÍCULO 278.- El actor debe probar los hechos 

constitutivos de su pretensión y el demandado los de 

sus excepciones. En consecuencia, las partes tienen 

las siguientes cargas procesales: 

                     (…)”. 

 

Sin embargo, la demandada omitió acompañar algún medio 

probatorio que arrojara la convicción de que el actor se auto determinó la 

contribución de origen. 

 

En el anterior estado de cosas, se advierte que la autoridad 

demandada cuantificó el crédito fiscal en el momento de recepción del 

pago, lo que constituye un acto unilateral y coercitivo, ya que a través de 

los mismos la autoridad demandada crea una situación jurídica que 

afecta la esfera jurídica del accionante, pues determina una causa 

generadora de una obligación de pago, lo cual, constituye un acto de 

molestia en términos del artículo 3º de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa. 
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Sirva de apoyo la tesis relevante establecida por la Sala Superior 

del Tribunal de Justicia Administrativa que a continuación se señala:3 

 
S.S./21.- RECIBO DE PAGO NO CONSTITUYE UN ACTO 

SUSCEPTIBLE DE SER IMPUGNADO A TRAVES DEL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Un presupuesto esencial de 

Procedencia del Juicio Contenciosos Administrativo, con base a los 
artículos 13 y 37 de la Ley de JAUSTICIA Administrativa Para el 
Estado de Sinaloa, es que se impugnen actos, procedimientos y 

resoluciones de naturaleza fiscal o administrativas, emitidos por 
autoridades estatales, municipales o sus organismos 

descentralizados; pero además, que dichos actos afecten el interés 
jurídico o legitimo del particular. Por lo anterior, el juicio contencioso 
es improcedente cuando se fije como acto impugnado por el 

demandante, un recibo de pago efectuado en forma voluntaria, toda 
vez que no constituye un acto de autoridad emitido de manera 

unilateral y coercitiva que afecte el interés jurídico del particular. No 
obstante ello, cuando el pago amparado en dicho recibo se 
haya efectuado por haberle condicionado la autoridad la 

prestación de un servicio diverso y su monto haya sido 
cuantificado en el momento de recepción del pago, sin seguir 

un procedimiento previo en el que se hubiere respetado su 
garantía de audiencia estos últimos actos si son susceptibles 
de impugnarse a través de Juicio Contencioso Administrativo. 

Recurso de Revisión, numero 20/2008, resuelto en sesión de Sala 
Superior de fecha 16 de mayo de 2008 por unanimidad de votos.- 

Magistrado Ponente Jorge Antonio Camarena Avalos.- Secretario: 
Licenciada Edna Liyian Aguilar Olguín. Recurso de Revisión, numero 
93/2008, resuelto en sesión de Sala Superior de fecha 16 de mayo 

de 2008 por unanimidad de votos.- Magistrado Ponente Juan Carlos 
López Santillanes.- Secretario: Licenciada Edna Liyian Aguilar 

Olguín.  Recurso de Revisión, numero 96/2008, resuelto en sesión 
de Sala Superior de fecha 16 de mayo de 2008 por unanimidad de 

votos.- Magistrado Ponente Jorge Antonio Camarena Avalos.- 
Secretario: Licenciada Edna Liyian Aguilar Olguín. Recurso de 
Revisión, número 98/2008, resuelto en sesión de Sala Superior de 

fecha 16 de mayo de 2008 por unanimidad de votos.- Magistrado 
Ponente Jorge Antonio Camarena Avalos.- Secretario: Licenciada 

Edna Liyian Aguilar Olguín. 

 

Por consiguiente, tenemos que, del análisis realizado a los medios 

de convicción aportados, se acredita que el Dirección de Ingresos de la 

Tesorería Municipal del Honorable Ayuntamiento de Mazatlán, 

Sinaloa, si ostenta legitimación pasiva como autoridad demandada, pues 

como se dijo anteriormente, de los documentos en que constan los pagos 

consignados en los recibos señalados, contienen elementos objetivos en 

los que se advierte la expresión de la voluntad de la citada autoridad. 

                                                           
3
Época: Segunda, Instancia: Sala Superior del Tribunal Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, Tipo de 

Tesis: Jurisprudencia, Mayo 2012, Fuente: Legislación y Criterios Relevantes, Tesis: S.S/21, A Página: 150. 

 



 

Por otra parte, la autoridad demandada refiere que es 

improcedente el presente juicio al estimar que el actor aceptó libre y 

espontáneamente acatar la forma particular en que pagó el impuesto 

predial, por lo que –en su estima- consintió los cobros contenidos en los 

recibos de pago impugnados (visible hoja 27 de autos).   

 

Sin embargo, resulta inoperante dicho argumento ya que el Más Alto 

Tribunal ha sustentado que se consienta un acto de autoridad, expresa o 

tácitamente, se requiere que ese acto exista, que agravie al quejoso y 

que éste haya tenido conocimiento de él sin haber deducido dentro del 

término legal la acción constitucional, o que se haya conformado con el 

mismo, o lo haya admitido por manifestaciones de voluntad, lo que en el 

caso no acontece, pues el actor incitó el presente juicio dentro del 

término legal que al efecto establece el artículo 54 de la Ley de la 

Materia. 

 

Apoya la anterior determinación, la tesis siguiente4: 

CONSENTIMIENTO EXPRESO COMO CAUSAL DE 

IMPROCEDENCIA DEL AMPARO. NO LO ACTUALIZA EL PAGO 
ANUAL ANTICIPADO DEL IMPUESTO PREDIAL PARA GOZAR DE 
LA REDUCCIÓN DE UN PORCENTAJE SOBRE SU MONTO. 

 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 

jurisprudencia P./J. 68/97, de rubro: "LEYES, AMPARO CONTRA. EL 
PAGO LISO Y LLANO DE UNA CONTRIBUCIÓN NO IMPLICA EL 
CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LA LEY QUE LA ESTABLECE.", sostuvo 

que si el quejoso presenta demanda de amparo contra una ley 
tributaria dentro del plazo legal, computado a partir de que realizó el 

pago de la contribución en forma lisa y llana, tal proceder no 
constituye una manifestación de voluntad que entrañe el 
consentimiento de la norma que establece la contribución, pues dada 

la naturaleza fiscal de ésta, su cumplimiento por parte de los 
contribuyentes se impone como imperativo y conlleva la advertencia 

cierta de una coacción, por lo que la promoción del juicio de amparo 
correspondiente refleja la inconformidad del peticionario de garantías 
con el contenido de la ley impugnada. Ahora bien, la circunstancia de 

que algunas leyes fiscales ofrezcan a sus destinatarios alguna 
reducción en las cantidades a enterar por su pago anticipado, esto es, 

por cubrirlas con anterioridad a la fecha ordinariamente programada 

                                                           
4
 Época: Novena Época, Registro: 164615, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Administrativa, 

Tesis: 2a./J. 55/2010, Página: 830.  

Época: Séptima Época, Registro: 232527, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial 

de la Federación, Volumen 139-144, Primera Parte, Materia(s): Común, Tesis: Página: 13  
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para su recaudación, no implica una inexorable sumisión que torne 

improcedente el juicio constitucional, ya que al adoptar ese beneficio el 
sujeto obligado exclusivamente acepta cumplir oportunamente sus 

cargas fiscales, y esa observancia puntual de la ley no puede 
sancionarse con la supresión del acceso al juicio de garantías, ya que 
la sumisión al pago de las contribuciones, sea porque pese sobre el 

contribuyente la amenaza del cobro coactivo o por el estímulo del 
beneficio de una disminución que premie su pago anticipado, 

constituyen dos formas de conminar al sujeto pasivo del tributo para 
cumplir con sus obligaciones tributarias, de manera que este actúa 
para evitar sanciones o para obtener adicionalmente disminuciones en 

sus pagos, pero no por voluntad propia. Consecuentemente, si el juicio 
de amparo se promueve en tiempo y forma legales, contra el pago 

anticipado del impuesto predial que el contribuyente se autoliquide, no 
se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción XI del 
artículo 73 de la Ley de Amparo. 

 
Contradicción de tesis 102/2010. Entre las sustentadas por los 

Tribunales Colegiados Tercero en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y Tercero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 21 de 
abril de 2010. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador 

Aguirre Anguiano. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Ma. de la Luz Pineda Pineda. 

 
Tesis de jurisprudencia 55/2010. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiocho de abril de dos mil 

diez. 
 

Nota: La tesis P./J. 68/97 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, 

septiembre de 1997, página 92. 
 
 

ACTO CONSENTIDO. CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA 
POR TAL. 

La H. Segunda Sala de este Alto Tribunal ha sustentado el criterio que 
este Pleno hace suyo, en el sentido de que para que se consienta un 
acto de autoridad, expresa o tácitamente, se requiere que ese acto 

exista, que agravie al quejoso y que éste haya tenido conocimiento de 
él sin haber deducido dentro del término legal la acción constitucional, 

o que se haya conformado con el mismo, o lo haya admitido por 
manifestaciones de voluntad. 
 

Amparo en revisión 4395/79. Sergio López Salazar. 19 de agosto de 
1980. Unanimidad de diecinueve votos. Ponente: Carlos del Río 

Rodríguez. 
 
Véase: Semanario Judicial de la Federación, Sexta Epoca, Volumen 

CXXV, Tercera Parte, página 11, bajo el rubro "ACTO CONSENTIDO. 
CONDICIONES PARA QUE SE LE TENGA POR TAL.". 

         

Por último, las autoridades demandadas refieren que en el 

especie, se actualizan las hipótesis normativas de improcedencia y 

sobreseimiento del juicio, previstas en el artículo 94 y XI del artículo 93 



en relación con el diverso 88, todos de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa, ya que en los juicios de nulidad existe la 

presunción de legalidad de los actos impugnados a las autoridades, 

presunción que debe ser desvirtuada por el accionante, con los medios de 

prueba que al respecto prevé la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa.  

 

Resulta infundada la causa de improcedencia que nos ocupa, en 

virtud de que su estudio involucra el análisis del fondo de la controversia 

que conforma la Litis, ya que el motivo de inconformidad que en esencia 

aduce el accionante es que para la emisión del acto impugnado no se 

cumplieron con las disposiciones legales aplicables, lo cual es la sustancia 

de su discrepancia con los actos combatidos. 

 

Apoya la anterior consideración, la tesis siguiente:5 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA 

CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO 
DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. 
En reiteradas tesis este Alto Tribunal ha sostenido que las causales 

de improcedencia propuestas en los juicios de amparo deben ser 
claras e inobjetables, de lo que se desprende que si en una 

controversia constitucional se hace valer una causal donde se 
involucra una argumentación en íntima relación con el fondo del 
negocio, debe desestimarse y declararse la procedencia, y, si no se 

surte otro motivo de improcedencia hacer el estudio de los 
conceptos de invalidez relativos a las cuestiones constitucionales 

propuestas. 
Controversia constitucional 31/97. Ayuntamiento de Temixco, 

Morelos. 9 de agosto de 1999. Mayoría de ocho votos. Ausente: 
José Vicente Aguinaco Alemán--Disidentes: José de Jesús Gudiño 
Pelayo y Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Ponente: Mariano Azuela 

Güitrón. Secretario: Humberto Suárez Camacho.  
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el siete de 

septiembre del año en curso, aprobó, con el número 92/1999, la 
tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete 
de septiembre de mil novecientos noventa y nueve. 

 

V.- Enseguida, al no advertir elementos objetivos que denotaren la 

actualización del resto de las hipótesis normativas previstas por los 

artículos 93 y 94, de la ley de la materia, cuyo análisis aún oficioso 

establecen sus artículos 93, último párrafo y 96, fracción II; este 

Juzgador advierte procedente el dictado del juzgamiento que impetra el 

                                                           
5
 Novena Época; Registro: 193266; Instancia: Pleno; Jurisprudencias; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta; Tomo X, Septiembre de 1999; Materia(s): Constitucional; Tesis: P./J. 92/99; Página: 710 
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enjuiciante a través de su demanda, pronunciándose por tanto al estudio 

de los conceptos de nulidad vertidos por ésta, tendientes a denotar la 

ilegalidad de los actos impugnados en observancia de lo previsto por la 

fracción III del aludido ordinal 96, del ordenamiento legal con 

anterioridad invocado. 

 

Como cuestión primaria, tenemos que la autoridad demandada 

refiere la inoperancia de los conceptos de nulidad dado que según su 

estima no contienen razonamientos que demuestren que los actos 

impugnados resultan ilegales. 

 

En estima de esta Sala, tales argumentos devienen infundados por 

lo siguiente: 

 

El más Alto Tribunal del País, ha abandonado ya el criterio relativo 

a que los conceptos de violación, y por extensión los agravios, deben 

presentarse como un verdadero silogismo, en el que exista 

necesariamente una premisa mayor, una menor y una conclusión, ya que 

ni la Constitución Federal ni la Ley de Amparo, exigen para ello 

determinados requisitos esenciales e imprescindibles, que se traduzcan 

en formalidades rígidas y solemnes, como las establecidas en la 

jurisprudencia de la Tercera Sala 3a./J. 6/94, que en la compilación de 

1995, Tomo VI, se localiza en la página 116, bajo el número 172, cuyo 

rubro es "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y 

JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR."; además, las alegaciones no deben 

estimarse de manera aislada, sino en lógica concordancia con la 

naturaleza íntegra propia del asunto y con todos los argumentos 

contenidos en la demanda y, en su caso, con el escrito de expresión de 

agravios; por ende, basta con que en alguna parte de dicha demanda o 

escrito se señale con claridad la causa de pedir, indicándose cuál es la 

lesión o agravio que el quejoso o recurrente, en su caso, estime le causa 

el acto o resolución recurrida, para que el juzgador esté constreñido a 

estudiarlo. 

 



En consecuencia, el que los agravios no se hayan expuesto en la 

forma en que aduce la enjuiciada, no impide que este Tribunal omita su 

estudio, ya que la actora señala con precisión la lesión que le causa en su 

esfera jurídica el acto traído a juicio. 

 

Sirve de apoyo a la anterior determinación:6 

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA 
CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE 
GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR. 

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que 
debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS 
QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de 
violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero 

silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional 
violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la 

conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, 
jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las 
razones de la separación de ese criterio radican en que, por una 

parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como 
requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los 

conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y 
solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por 
otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus 

partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que 
deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos 

que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén 
en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la 
forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna 

parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, 
señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le 

causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que 
originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo. 
Amparo directo en revisión 912/98. Gerardo KalifaMatta. 19 de 

noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José 
Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 

Juan N. Silva Meza. Secretario: Alejandro Villagómez Gordillo. 
Amparo directo en revisión 913/98. Ramona MattaRascala. 19 de 

noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José 
Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo; en su ausencia hizo suyo el proyecto 

Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Miguel Ángel Ramírez 
González. 

Amparo directo en revisión 914/98. Magda Perla Cueva de Kalifa. 19 
de noviembre de 1998. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: José 
Vicente Aguinaco Alemán y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: 

Juan N. Silva Meza. Secretaria: Guillermina Coutiño Mata. 
Amparo directo en revisión 3178/98. Jorge Spínola Flores Alatorre. 

25 de abril de 2000. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: 
Humberto Román Palacios y Juan N. Silva Meza. Ponente: Guillermo 
I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina. 

                                                           
6 Novena Época, Registro: 191384, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta  XII, Agosto de 2000, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 68/2000, Página:    38 



TRIBUNAL DE JUSTICIA 

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

SINALOA 

                                                        13                    
 

 
EXP. NÚM. 1543/2017-III 

ACTOR: *******. 
 

 
 

    ACTUACIONES 

 

Amparo directo en revisión 314/99. Industrias Pino de Orizaba, S.A. 

de C.V. 25 de abril de 2000. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: 
Humberto Román Palacios y Juan N. Silva Meza. Ponente: Juventino 

V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Fonseca Mendoza. 
El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy once de julio 
en curso, aprobó, con el número 68/2000, la tesis jurisprudencial 

que antecede. México, Distrito Federal, a once de julio de dos mil. 
Nota: La jurisprudencia citada en esta tesis aparece publicada con el 

número 172 en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 
1917-1995, Tomo VI, Materia Común, página 116. 

 

 En ese sentido, atendiendo al principio de mayor beneficio se 

procede al estudio del argumento expuesto en el cuarto de los 

conceptos de nulidad expuesto por la actora mediante el cual aduce 

que el acto combatido debe declararse nulo, en virtud de que la 

autoridad demandada omitió fundar su competencia dentro del texto del 

acto impugnado.  

 

 En ese contexto, esta Sala considera fundado el concepto de 

nulidad que se analiza, por lo siguiente: 

A fin de analizar la procedencia del agravio formulado por el actor, 

resulta importante señalar en principio que se entiende por 

fundamentación y motivación, para lo cual, transcribiremos el artículo 16 

constitucional, el cual a la letra dice: 

“Articulo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 

escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 

legal de procedimiento.” 

 De acuerdo a lo establecido por el artículo en cita, tenemos que los 

actos administrativos que se deban notificar deberán cumplir con los 

requisitos de fundamentación y motivación, entendiéndose por ésta, la 

cita precisa del fundamento legal aplicable al caso y el cuerpo legal donde 

se establece, además, las circunstancias y razones especiales o causas 

inmediatas que se tomaron en consideración para la emisión de dichos 

actos; siendo necesario, que exista una adecuación o congruencia entre 

ambas. 



         Con relación a lo señalado con anterioridad, la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación ha establecido que para tener por cumplida la 

garantía de legalidad que consagra la disposición constitucional apuntada 

se requiere que los actos de autoridad, entre otros requisitos, deben 

contener en su texto la cita del precepto o preceptos que justifiquen la 

existencia jurídica de la autoridad y la competencia material para emitir 

actos de molestia en perjuicio de cualquier particular, para tener por 

cumplido el requisito de fundamentación de la competencia de la 

autoridad emisora del acto privativo o de molestia según sea el caso, es 

necesario que la autoridad mencione con exactitud las disposiciones 

legales especificas que lo incorporen al ámbito competencial del órgano 

emisor, la atribución que le permite afectar la esfera jurídica del 

gobernado, atendiendo a los diversos criterios de atribuciones, así como 

la debida fundamentación legal en el cual se contemple su existencia 

jurídica, por ser esta un presupuesto de la competencia de la misma 

autoridad, esto con el fin de que el particular conozca los alcances del 

propio acto de molestia. 

Así se colige del contenido del criterio jurisprudencial que 

enseguida se transcribe7:  

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL 

MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA 
A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE 

LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL 
APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE 
QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA 

COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE 
CORRESPONDIENTE. 

De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal en 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Número 77, mayo de 

1994, página 12, con el rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN 
ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las 
consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte 

que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la 

idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que 
facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia 

                                                           
7
 Novena Época, Registro: 177347, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencias, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Tomo XXII, Septiembre de 2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, 
Página: 310 
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de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 

exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y 
seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades 

que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la 
prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los 
requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se 

concluye que es un requisito esencial y una obligación de la autoridad 
fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo puede hacer 

lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto dependerá de 
que haya sido realizado por la autoridad facultada legalmente para ello 
dentro de su respectivo ámbito de competencia, regido 

específicamente por una o varias normas que lo autoricen; por tanto, 
para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación 

establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, es necesario 
que la autoridad precise exhaustivamente su competencia por razón de 
materia, grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o 

acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el 
apartado, fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el 

ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma 
compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la única 
finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades 

que le corresponden, pues considerar lo contrario significaría que el 
gobernado tiene la carga de averiguar en el cúmulo de normas legales 

que señale la autoridad en el documento que contiene el acto de 
molestia, si tiene competencia por grado, materia y territorio para 
actuar en la forma en que lo hace, dejándolo en estado de indefensión, 

pues ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto 
normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del 

que emana, por razón de materia, grado y territorio. 

Contradicción de tesis 114/2005-SS. Entre las sustentadas por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 

el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 2 de 
septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora 

Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez Castro.  
 

Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala de 
este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre de dos 
mil cinco. 

Ahora bien, a efecto de estar en aptitud de determinar si, tal como 

lo establece la parte actora en sus conceptos de nulidad, la autoridad 

demandada no atendió los requisitos de fundamentación y motivación 

que como acto de autoridad debe de revestir el texto del acto o 

resolución emitida, resulta necesario examinar el acto origen de la 

resolución que ahora se controvierte se encuentre fundado y motivado, 

por lo que es necesario que en ellos se citen con precisión:  

1°.-  El precepto o preceptos legales que le otorguen a la autoridad 

demandada, su existencia jurídica y competencia que la legitiman 

para actuar, debiendo indicar los relativos a la atribución ejercida 



material y territorialmente, en su caso, la respectiva fracción, 

inciso y subinciso;  

2°.- El ordenamiento u ordenamientos legales y sus preceptos que 

se estén aplicando al caso concreto, los cuales deben ser señaladas 

con toda exactitud;  

3º.- Las circunstancias especiales, razones particulares o causas 

inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión 

del acto; y, 

4º.- Debe existir adecuación entre los motivos aducidos y las 

normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuran 

las hipótesis normativas. 

Así, la garantía consagrada en el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de 

exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la 

autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al 

atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, 

que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular 

frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés 

jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa ante un acto 

que no cumpla con los requisitos legales necesarios. 

Apoya a lo anteriormente expuesto, el criterio jurisprudencial que a 

continuación se transcribe8: 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO FORMAL DE LA 

GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE TRADUCEN EN EXPLICAR, 

JUSTIFICAR, POSIBILITAR LA DEFENSA Y COMUNICAR LA 

DECISIÓN. 

El contenido formal de la garantía de legalidad prevista en el artículo 

16 constitucional relativa a la fundamentación y motivación tiene como 

propósito primordial y ratio que el justiciable conozca el "para qué" de 

la conducta de la autoridad, lo que se traduce en darle a conocer en 

detalle y de manera completa la esencia de todas las circunstancias y 

condiciones que determinaron el acto de voluntad, de manera que sea 

evidente y muy claro para el afectado poder cuestionar y controvertir 

el mérito de la decisión, permitiéndole una real y auténtica defensa. 

Por tanto, no basta que el acto de autoridad apenas observe una 

motivación pro forma pero de una manera incongruente, insuficiente o 

                                                           
8 Novena Época, Registro: 175082, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencias, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, Mayo de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 

I.4o.A. J/43, Página: 1531 
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imprecisa, que impida la finalidad del conocimiento, comprobación y 

defensa pertinente, ni es válido exigirle una amplitud o abundancia 

superflua, pues es suficiente la expresión de lo estrictamente necesario 

para explicar, justificar y posibilitar la defensa, así como para 

comunicar la decisión a efecto de que se considere debidamente 

fundado y motivado, exponiendo los hechos relevantes para decidir, 

citando la norma habilitante y un argumento mínimo pero suficiente 

para acreditar el razonamiento del que se deduzca la relación de 

pertenencia lógica de los hechos al derecho invocado, que es la 

subsunción.  

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 

PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 447/2005. Bruno López Castro. 1o. de febrero de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. 

Secretaria: Claudia Patricia Peraza Espinoza.  

Amparo en revisión 631/2005. Jesús Guillermo Mosqueda Martínez. 1o. 

de febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron 

Petit. Secretaria: Alma Margarita Flores Rodríguez.  

Amparo directo 400/2005. Pemex Exploración y Producción. 9 de 

febrero de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar 

Sevilla. Secretaria: Ángela Alvarado Morales.  

Amparo directo 27/2006. Arturo Alarcón Carrillo. 15 de febrero de 

2006. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. 

Secretaria: Karla Mariana Márquez Velasco.  

Amparo en revisión 78/2006. Juan Alcántara Gutiérrez. 1o. de marzo 

de 2006. Unanimidad de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. 

Secretaria: Mariza Arellano Pompa. 

Ahora bien, del documento en que consta el acto impugnado se 

advierte que la Dirección de Ingresos del Honorable Ayuntamiento de 

Mazatlán, Sinaloa, citó como fundamento los siguientes dispositivos 

legales: 

LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE MAZATLAN PARA EL AÑO 

2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 2017. 

Artículo 1. En el ejercicio fiscal del año (2012, 2013, 2014, 2015, 2016, 

2017) el Municipio de Mazatlán, Sinaloa, percibirá los ingresos 

provenientes de los conceptos que a continuación se indican: 

(…) 

Artículo 2. Los Impuestos, Derechos, Productos, Aprovechamientos e 

Impuestos Adicionales señalados en esta Ley, se causarán durante el 

presente ejercicio fiscal, en la forma que lo determine la Ley de Hacienda 

Municipal del Estado de Sinaloa vigente y demás disposiciones fiscales 

relativas. 



Artículo 5. Para efecto de la determinación de las bases para el cobro del 

Impuesto Predial que establece la Ley de Hacienda Municipal y los demás 

relativos, se estará sujeto a las tablas de valores aprobadas por el H. 

Congreso del Estado de Sinaloa. 

Artículo 7. La recaudación de los ingresos provenientes de los conceptos 

por Impuestos, Derechos, Productos, Aprovechamientos e Impuestos 

Adicionales a que se refiere el artículo 1 de esta Ley, se hará en las 

Oficinas Recaudadoras de la Tesorería Municipal correspondiente a la 

jurisdicción del contribuyente o en las oficinas recaudadoras de la 

dependencia fiscal o administrativa del Estado, cuando se tenga convenio 

para tal efecto.  

Artículo 8. Para que tenga validez el pago de las diversas contribuciones 

fiscales que establece la presente Ley, el contribuyente deberá obtener, 

en todo caso, el recibo oficial. 

Artículo 9. Las cantidades que se recauden por estos conceptos serán 

concentradas en la Tesorería y deberán reflejarse, cualquiera que sea su 

forma y naturaleza en los registros de la misma. 

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE SINALOA 

Artículo 30.- Es objeto de este impuesto: 

I.- La propiedad de predios urbanos y rústicos; 

II.- La propiedad en condominio; 

III.- La posesión de los predios urbanos y rústicos, cuando no exista o no 

pueda determinarse el propietario, cuando se derive ésta de otras 

disposiciones tales como la Ley Agraria, la legislación minera y otras 

disposiciones que permitan y autoricen el uso y goce de los bienes 

inmuebles; 

IV.- Cuando se derive del usufructo; 

V.- La posesión de predios que por cualquier título concedan la 

Federación, el Estado o los Municipios; y, 

VI.- La detentación de predios de la Federación, el Estado y de sus 

Municipios. 

El objeto del impuesto a que se refiere este artículo incluye la propiedad o 

posesión de las construcciones permanentes edificadas sobre los predios. 

Artículo 31.- Son sujetos del Impuesto Predial: 

I.- Los propietarios, copropietarios, condóminos y usufructuarios de 

predios rústicos o urbanos; 

II.- Los poseedores, coposeedores o detentadores de predios rústicos y 

urbanos en los casos siguientes: 

a)  

Cuando no exista o no pueda determinarse el propietario 
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b).- 

Quien tenga la posesión a título de dueño de predios rústicos o urbanos 

c).- 

Cuando la posesión derive de contrato de compraventa con reserva de 

dominio o de promesa de venta 

d).- 

Cuando por cualquier causa tenga la posesión, uso o goce de predios del 

dominio de la Federación, Estados y Municipios 

e).- 

Cuando el poseedor haya edificado en terreno del que no es propietario 

tendrá responsabilidad directa del pago del impuesto que gravita sobre la 

construcción y solidaria al pago del impuesto que corresponda al terreno 

III.- El titular de los derechos agrarios sobre la propiedad ejidal o 

comunal de conformidad con la Ley Federal de la materia; 

IV.- El titular de certificados de participación inmobiliaria de vivienda, de 

simple uso o de cualquier otro título similar que autorice la ocupación 

material del inmueble u origine algún derecho posesorio, aún cuando los 

mencionados certificados o títulos se hayan celebrado u obtenido con 

motivo de fideicomiso; 

V.- Los fideicomitentes, mientras que el fiduciario no traslade la 

propiedad o posesión del inmueble en cumplimiento del fideicomiso; 

asimismo, El fideicomisario en caso de que se le otorgue la posesión del 

bien fideicomitido; 

VI.- Propietarios de plantas de beneficio o establecimientos mineros y 

metalúrgicos en los términos de la legislación federal de la materia; y, 

VII.- El que por simple detentación obtenga algún provecho o beneficio 

de predios del dominio de la Federación, el Estado o de sus Municipios, 

aún cuando la causa que lo origine no se apoye en título alguno; sin que 

con ello se legitime al detentador, que en todo caso tendrá que dirimir 

sus derechos ante los Tribunales competentes. 

Artículo 32.- Son responsables solidarios en el pago de este impuesto, sin 

perjuicio de lo dispuesto por el inciso e) de la Fracción II del artículo que 

precede; los siguientes: 

I.- Cuando la posesión o la tenencia derive de contrato de Compraventa 

con reserva de dominio o de contrato de promesa de venta, en estos 

casos el vendedor que se reservó el dominio o el promitente de la venta 

responden solidariamente al pago del impuesto; 

II.- El nudo propietario cuando se trate de un bien dado en usufructo; 



III.- El representante legal de asociaciones, sociedades y comunidades, 

respecto de los predios que por cualquier título posean; 

IV.- Tratándose de predios rústicos destinados a la agricultura, 

acuicultura, ganadería, porcicultura y avicultura, responderán 

solidariamente del pago del impuesto predial los adquirentes de 

productos que se generen en las actividades señaladas anteriormente, así 

como las personas físicas o morales que por cualquier título funjan como 

intermediarios o mediadores entre productores o adquirentes; y, 

V.- El comisariado o representante ejidal, en los términos de la legislación 

agraria federal, tratándose de la fracción III del artículo 30 de esta Ley. 

Artículo 33.- Responderán subsidiariamente del pago de este impuesto; 

los funcionarios, empleados y fedatarios públicos que autoricen 

indebidamente o sancionen algún trámite, mediante el cual se adquiera, 

transmita, modifique o extinga el dominio o la posesión de bienes objeto 

de este impuesto sin que se esté al corriente en el pago del mismo. 

Artículo 34.- Las bases para la determinación del Impuesto Predial serán 

las siguientes: 

I.- Tratándose de predios rústicos o fincas urbanas, el contribuyente 

podrá determinar o declarar el valor de los inmuebles mediante avalúo 

directo practicado por perito debidamente registrado ante el Instituto 

Catastral del Estado de Sinaloa, o mediante el valor catastral 

determinado conforme a la Ley de Catastro; y, 

II.- Tratándose de predios rústicos: 

a).- 

Los destinados a la agricultura, acuicultura, ganadería, porcicultura y 

avicultura, conforme al valor de su producción anual comercializada 

Para efectos del valor de la producción anual comercializada en 

tratándose de predios destinados a la agricultura, se tomará como base el 

precio medio rural por tonelada 

b).- 

Los demás, en los términos establecidos por la fracción I de este 

precepto; incluyendo aquéllos que estando destinados a las actividades a 

que se refiere el inciso anterior que por algún motivo no obtengan 

producción en un año determinado 

Artículo 35.- El Impuesto Predial se causará, mediante la aplicación de la 

siguiente tarifa y tasas anuales: 

I.- Predios o fincas urbanas: 

(…) 

Para la aplicación de la tarifa a que se refiere esta fracción, se considera 

predio urbano sin construcción, aquellos que no tengan edificación y que 

estén ubicados en lugares que cuenten con servicio de agua potable y 

drenaje, en poblaciones con más de 5,000 habitantes. 
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Asimismo se equipara a los predios sin construcción: 

a).- Los que teniéndola sea inhabitable por abandono o ruina. 

b).- Los que estando ubicados dentro del área urbana, tengan 

construcciones permanentes en un área inferior al 25% de la superficie 

total del predio y que al practicar avalúo de las edificaciones, resulten con 

valor inferior al 50% del valor del terreno. Se exceptúa de dicha 

clasificación, aquellos predios que aún cuando cumplan las 

especificaciones técnicas mencionadas, sus titulares lo acrediten como 

única propiedad inmobiliaria en la municipalidad y se encuentre habitada 

al momento de la determinación de la contribución. (Ref. según Dec. No. 

253 de fecha 16 de diciembre del 2008, publicado en el P.O. No. 157 de 

fecha 31 de diciembre del 2008, primera sección). 

Las tasas para predios sin construcción no serán aplicables a aquellos que 

se encuentren ubicados en condominios horizontales, así como los que las 

empresas fraccionadoras o urbanizadoras legalmente autorizadas 

destinen a la venta, por un lapso de 5 años a partir de la fecha en que de 

hecho o de derecho se inicie la venta de lotes, pudiendo realizarse ésta 

por etapas, previa autorización de la Presidencia Municipal, debiendo el 

fraccionador conservarlos limpios. 

II.- De los predios rústicos destinados a: 

a).- Agricultura 

1.0% 

del valor total de su producción anual comercializada, tomando como 

base el precio medio rural. 

b).- Acuicultura 

1.0% 

del valor de su producción anual comercializada. 

c).- Ganadería 

1.0% 

del valor de su producción anual comercializada. 

d).- Porcicultura 

0.5% 

del valor de su producción anual comercializada. 

e).- Avicultura 

0.5% 

del valor de su producción anual comercializada. 



Para la aplicación de la tarifa a que se refiere este precepto, donde la 

base gravable se constituye por el valor de la producción anual 

comercializada, ésta se podrá determinar conjuntamente entre la 

autoridad fiscal encargada de la administración del impuesto y los 

organismos estatales representantes de los sectores agrícola, acuícola, 

avícola y ganadera. 

Lo que se recaude por los conceptos a que se refiere esta fracción, serán 

destinados única y exclusivamente para la realización de inversiones 

públicas en el medio rural del municipio correspondiente, para lo cual se 

llevará una cuenta especial de contabilidad que verifique el escrupuloso 

manejo de estos fondos, dándose la participación que corresponda a los 

Comités de Planeación Municipal. Por inversión pública debe entenderse, 

la destinada a obras públicas y la adquisición de bienes para la prestación 

de los servicios públicos de la comunidad; no pudiendo destinarse a 

rubros tales como combustibles, lubricantes, salarios de personal 

administrativo u operativo del Ayuntamiento, bonos, gratificaciones o 

compensaciones. (Ref. por Dec. 375, publicado en el P.O. No. 099 de 18 

de Agosto de 2003) 

III.- En los demás casos de predios rurales, se aplicará la tarifa contenida 

en la fracción I de este artículo. 

Artículo 36.- Para la aplicación de la tarifa que se establece en el artículo 

que antecede, los límites inferior y superior de los rangos contenidos en 

la misma y las cuotas fijas, se actualizarán aplicando el factor que resulte 

de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor publicado por el 

Banco de México en el Diario Oficial de la Federación del penúltimo mes 

del año de calendario que se actualiza, entre el citado Índice 

correspondiente al penúltimo mes del año de calendario anterior al de esa 

fecha. La actualización se publicará por el Instituto Catastral de Sinaloa 

en el Periódico Oficial "El Estado de Sinaloa". 

Artículo 37.- Los contribuyentes y responsables solidarios del pago de 

este impuesto, según sea el caso tendrán las siguientes obligaciones: 

I.- Para los que les resulte aplicable la tarifa contenida en la fracción I del 

artículo 35: 

a).- 

A presentar los avisos, documentos y declaraciones que señalen la Ley de 

Catastro y su Reglamento, así como las que le soliciten las autoridades 

fiscales para la determinación del impuesto. 

b).- 

A pagar el impuesto a su cargo en la Oficina Recaudadora que 

corresponda a la ubicación de los predios por trimestres naturales 

adelantados, a más tardar el último día de los meses de febrero, mayo, 

agosto y noviembre. 

c).- 
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Quienes opten por determinar el valor de sus inmuebles mediante avalúo 

directo practicado por perito debidamente registrado ante el Instituto 

Catastral, deberá presentar por cada predio, declaración de pago junto 

con el avalúo del inmueble, usando para ello el formulario autorizado que 

apruebe la Tesorería Municipal. 

d).- 

En los casos en que el contribuyente no ejerza la opción de pago señalada 

en el inciso anterior, la Tesorería Municipal le emitirá un informe con las 

características físicas del predio, el valor catastral determinado conforme 

a las Tablas de Valores Catastrales y el impuesto a pagar. 

II.- Para los que les resulte aplicable la tarifa contenida en la fracción II 

del artículo 35: 

a).- 

Pagar el impuesto en la Oficina Recaudadora a cuya jurisdicción 

corresponda el lugar de procedencia de los productos agrícolas, acuícolas, 

ganaderos, porcícolas y avícolas. 

El impuesto deberá pagarse al salir los productos del predio rústico de 

origen o al efectuarse la primera venta. En caso de que los productos se 

destinen para su uso dentro del propio predio o sean almacenados dentro 

de éste, el impuesto se cubrirá en un plazo máximo de 30 días después 

de haberse efectuado la cosecha. 

b).- 

Los productores deberán recabar y conservar por el término de 5 años, 

los recibos o documentos mediante los cuales se compruebe que los 

impuestos causados fueron debidamente cubiertos de conformidad con 

las demás disposiciones que se establecen en el presente capítulo. 

c).- 

Los adquirentes de la producción agrícola, acuícola, ganadera, porcícola y 

avícola, así como los intermediarios o mediadores entre estos y los 

productores, adicionalmente se sujetarán a lo siguiente: 

Deberán registrarse en las Oficinas Recaudadoras de su jurisdicción, 

debiendo efectuar dicho registro dentro de los diez días hábiles siguientes 

a la fecha de iniciación de sus operaciones. 

2.- Presentar dentro de los cinco días posteriores a cada quincena, una 

declaración de los productos comprados durante este período. 

3.- Acompañarán a la declaración a que se refiere el párrafo anterior, los 

recibos o constancias de pago de los impuestos respectivos, los cuales 

serán devueltos por la Oficina Recaudadora una vez efectuada la 

verificación de los mismos y la certificación de la declaración 

correspondiente. 



4.- Darán de baja su registro ante la Oficina Recaudadora, dentro de los 

diez días siguientes a la fecha de terminación de sus operaciones. 

5.- Podrán realizar en una sola exhibición el pago del impuesto 

correspondiente al producto obtenido de varios productores previa 

autorización de la autoridad fiscal competente, cuando se siga este 

procedimiento estarán obligados a proporcionar a cada uno de los 

productores constancia escrita del pago del impuesto. En dicha constancia 

deberá indicarse el número y la fecha del recibo de pago, así como el mes 

a que corresponda la declaración en que se certifica por la Oficina 

Recaudadora la presentación del mencionado recibo. 

III.- Para aquellos contribuyentes que se ubican en el caso del inciso b) 

de la fracción II del artículo 34 deberán cubrir el impuesto anual a más 

tardar dentro del cuarto trimestre del ejercicio de que se trate. 

Artículo 41.- Cuando de las investigaciones que realice la Tesorería 

Municipal, directamente o por conducto de cualquier autoridad fiscal o 

administrativa, o colectores de rentas por sí mismos o por los 

comisionados fiscales especiales que designen resulten a su juicio 

elementos suficientes que demuestren la falsedad o la simulación de 

contratos, recibos, documentos, declaraciones o informes que les 

hubieren proporcionado los causantes del impuesto, o que mediante ellos 

se ha eludido en todo o en parte, el pago del impuesto correspondiente, 

la tesorería y sus dependencias aplicarán las sanciones respectivas, sin 

perjuicio de hacer efectivos los impuestos realmente causados y sus 

accesorios legales correspondientes. 

Los contribuyentes que realicen el pago total anual del Impuesto Predial 

Urbano, dentro de los primeros dos meses del ejercicio de que se trate, 

tendrán derecho a un 10% de descuento sobre el monto del mismo. 

El pago anticipado del impuesto no impide el cobro de diferencias que 

deba hacer la Tesorería Municipal por cambios de la base gravable o 

alteración de las cuotas del impuesto. 

Artículo 42.- Los jubilados, pensionados o discapacitados, o sus 

cónyuges, pagarán una cuota fija anual de tres salarios mínimos, cuando 

el inmueble que habiten sea de su propiedad y tenga un valor de hasta 

diez mil salarios mínimos general vigente. 

Cuando el valor del bien inmueble señalado sea superior a los diez mil 

salarios mínimos general vigente, el impuesto predial se pagará con un 

descuento del 80% del monto total del impuesto determinado, aplicando 

la tasa que corresponda de la tarifa contenida en la fracción I del artículo 

35 de la presente Ley. 

En ambos casos, se deberá acreditar la calidad de jubilado, pensionado, 

discapacitado o cónyuge a satisfacción de la Tesorería del Municipio 

donde se ubique la propiedad. Los ayuntamientos deberán informar al 

Instituto Catastral del Estado de Sinaloa, sobre los predios que les sea 

otorgado este beneficio. 
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Para los efectos de este artículo, tendrán la calidad de discapacitados, 

aquellos cuya situación se encuentre dentro del supuesto del artículo 2 

fracción I de la Ley de Protección e Integración Social de Personas con 

Discapacidad y Senescentes para el Estado de Sinaloa, que además, 

tengan a su cargo una familia y cuyo ingreso diario no sea superior a los 

tres salarios mínimos. 

(Ref. todo el artículo por Decreto N° 105, publicado en el P.O. N° 46 de 

16 de Abril de 1999). 

Artículo 43.- A los propietarios de fincas destinadas a casa habitación, 

siempre y cuando la habiten en forma permanente, previa comprobación 

de manera fehaciente ante la Tesorería del Municipio que corresponda, 

así como a los clubes deportivos se les hará un descuento del 50% del 

monto total del impuesto a pagar. 

El descuento a que se refiere este Artículo no será aplicable en ningún 

caso a las casas habitación sujetas a cuota fija señalada en la tarifa 

contenida en la fracción I del artículo 35 de la presente Ley, ni a 

jubilados, pensionados, discapacitados o sus cónyuges que resulten 

beneficiados con el descuento señalado en el artículo anterior. (Ref. por 

Decreto N° 105, publicado en el P.O. N° 46 de fecha 16 de Abril de 

1999). 

Artículo 105.- Sobre el monto de los Impuestos y Derechos previstos en 

esta Ley, con excepción del Impuesto sobre Espectáculos Públicos, 

Derechos por Cooperación, expedición de carta de opinión favorable para 

el funcionamiento de establecimientos destinados a la venta y consumo 

de bebidas alcohólicas y sobre los demás Adicionales incluidos en este 

Título, se causarán los Impuestos Adicionales pagaderos 

simultáneamente a la contribución principal cuya tasa y destino se 

establece la siguiente: 

(…) 

2.- En tratándose de los Impuestos Predial y Sobre Adquisición de 

Inmuebles, se causará únicamente un impuesto adicional del 10% 

pagadero simultáneamente a la contribución principal, cuyo producto se 

destinará a la Asistencia Social y/o Pro-Deporte. 

Artículo 139-A.- El Ayuntamiento podrá realizar la condonación de multas 

y recargos de carácter general en un ejercicio fiscal, hasta el 100% 

cuando se conceda en un período de treinta días y del 50% por los 

siguientes treinta días. 

En casos particulares, podrá condonar multas y recargos hasta el 50%, 

cuando se compruebe que la falta de pago se motivó por penuria 

económica de los contribuyentes. 

(Adic. según Decreto No. 974, de fecha 21 de noviembre de 2013, y 

publicado en el P.O. No. 148 del 09 de diciembre de 2013). 



LEY DE CATASTRO DEL ESTADO DE SINALOA 

ARTÍCULO 13. El Instituto Catastral del Estado de Sinaloa, tendrá su sede 

en la Ciudad de Culiacán, Capital del Estado, independientemente de que, 

para el conocimiento inmediato, directo y óptima solución de las 

actividades de la administración pública, establezca delegaciones en las 

cabeceras municipales. 

ARTÍCULO 14. El Instituto Catastral del Estado de Sinaloa, tendrá a su 

cargo las siguientes atribuciones: 

I. Ejecutar y poner en práctica las políticas como a normas y lineamientos 

que en materia de catastro dicte el C. Gobernador del Estado. 

II. Estudiar, proyectar, ejecutar, controlar y conservar las redes 

geodésicas y topográficas del Estado, con el objeto de deslindar, levantar 

y amojonar sus límites territoriales y las diversas jurisdicciones en que 

está dividido el Estado. 

III. Normar la organización y funcionamiento del trabajo de bienes 

inmuebles así como administrar los recursos económicos y técnicos de 

que disponga, en cumplimiento de las atribuciones que al efecto le señala 

la presente Ley y sus Reglamentos. 

IV. Ser el organismo permanente de investigación científica y tecnológica 

que tenga por objeto crear o reestructurar los métodos, sistemas y 

procedimientos para la valuación y registros catastrales. 

V. Asesorar a los Ayuntamientos y a las autoridades fiscales del Estado 

cuando así lo solicite acerca de los efectos que pueden producir sobre los 

valores unitarios la realización de mejoras al desarrollo urbano y rural. 

VI. Constituirse en órgano asesor de los Ayuntamientos en materia de 

catastro. 

VII. Integrar los registros catastrales previstos en la presente Ley y sus 

Reglamentos. 

VIII. Vigilar y autorizar en su caso, los trabajos catastrales. 

IX. Efectuar por sí mismo o a través de terceros el levantamiento de los 

diferentes planos catastrales. 

X. Registrar oportunamente los cambios que se operen en los predios y 

que por cualquier concepto alteren los datos contenidos en los registros 

catastrales. 

XI. Auxiliar a los organismos, propietarios y público en general, así como 

oficinas o instituciones cuyas atribuciones en materia de obras públicas, 

planificación u otros proyectos, requieran de datos contenidos en el 

Catastro. 

XII. Determinar en forma precisa la localización de cada predio urbano 

dentro del territorio del Estado. 

XIII. Determinar los valores unitarios de terreno y construcción. 
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XIV. Formular las tablas de valores unitarios por calle, zona, región o 

subregión catastral de terrenos y construcción en zonas urbanas y por 

hectáreas en zonas rurales. 

XV. Practicar la valuación de los predios en particular, conforme a las 

disposiciones contenidas en la presente Ley. 

XVI. Resolver las consultas que sobre situaciones reales y concretas en 

relación con la aplicación de la presente Ley, planteen los particulares. 

XVII. Conocer y resolver las instancias de reconsideración a que se refiere 

el artículo 54 de esta Ley. 

XVIII. Tener fe pública y otorgar los títulos de propiedad previa 

supervisión de la Contraloría General, en los casos de programas 

gubernamentales de regulación de tenencia de la tierra o de 

reordenamiento territorial en el que intervenga. 

XIX. Procurar la defensa de los derechos e intereses de los propietarios o 

poseedores de los bienes inmuebles. 

XX. Establecer los mecanismos para el debido cumplimiento que en 

materia de catastro tienen los propietarios o poseedores de bienes 

inmuebles, servidores públicos, corredores, notarios y demás fedatarios 

que por disposición legal tengan funciones notariales. 

XXI. Cumplir las demás facultades que contribuyan a la eficaz realización 

del objeto de su creación, las que por acuerdo o convenio le encomienden 

el C. Gobernador, el Secretario de Hacienda Pública y Tesorería o los 

Presidentes de los Ayuntamientos, y las demás que por Ley, Decreto o 

Reglamento les sean conferida. 

ARTÍCULO 23. Las Juntas Municipales tendrán las siguientes atribuciones: 

(Ref. por Decreto No. 187, publicado en el P.O. No. 156 de 27 de 

diciembre de 1996). 

I. Emitir opinión sobre los planes y programas de Catastro para el 

Municipio que corresponda. 

II. Emitir la aprobación correspondiente de las Tablas de Valores 

Catastrales. (Ref. por Decreto No. 187, publicado en el P. O. No. 156 de 

27 de diciembre de 1996). 

III. Proponer adecuaciones, modalidades y creación de actividades 

catastrales. (Ref. por Decreto No. 187, publicado en el P. O. No. 156 de 

27 de diciembre de 1996). 

La designación, sustitución y remoción de los integrantes de la Junta 

Municipal se establecerá en el Reglamento de la presente Ley. 

IV. Conocer del recurso de revocación establecido en la presente Ley. 

(Adic. por Decreto No. 490, publicado en el P. O. No. 153 de 21 de 

diciembre de 1994). 



V. Asentar en un libro de actas todas las opiniones o acuerdos sobre los 

asuntos que haya conocido. (Adic. Por Decreto No. 187, publicado en el P. 

O. No. 156 de 27 de diciembre de 1996). 

VI. Las sesiones de las Juntas serán válidas cuando asistan la mitad más 

uno de sus miembros, como mínimo. (Adic. Por Decreto No. 187, 

publicado en el P. O. No. 156 de 27 de diciembre de 1996). 

VII. Todas las decisiones serán tomadas por mayoría simple. (Adic. Por 

Decreto No. 187, publicado en el P. O. No. 156 de 27 de diciembre de 

1996). 

VIII. Emitir opinión acerca de los estudios y proyectos de fotogrametría, 

medición y zonificación catastral. (Adic. Por Decreto No. 187, publicado 

en el P. O. No. 156 de 27 de diciembre de 1996). 

ARTÍCULO 24. Las operaciones catastrales tienen por finalidad efectuar la 

descripción y mesura de los predios, inscribirlos en los registros 

catastrales y valuarlos de acuerdo a lo establecido en esta Ley y su 

reglamento. 

ARTÍCULO 25. El registro y valuación catastral se declara de utilidad 

pública para fines fiscales, jurídicos, estadísticos, socioeconómicos, 

urbanísticos e históricos. 

ARTÍCULO 26. Para obtener el valor catastral en particular de terreno y 

construcción, lo determinarán peritos valuadores autorizados por el 

Instituto. 

ARTÍCULO 32. Los valores unitarios que proponga el Instituto, deberán 

ser para el caso del terreno valor comercial y para la construcción el valor 

físico al momento de elaborarse el estudio correspondiente. Estos valores 

podrán ser objeto de revisión cada año calendario o cuando surjan 

circunstancias que afecten el valor de la propiedad inmobiliaria elevando 

o disminuyendo su valor. (Ref. por Decreto No. 490, publicado en el P.O. 

No. 153 de 21 de diciembre de 1994). 

En los casos en que no se haya hecho la revisión anual a que se refiere el 

párrafo anterior, los valores catastrales se podrán actualizar aplicando el 

factor que resulte de dividir el Índice Nacional de Precios al Consumidor, 

publicado por el Banco de México en el Diario Oficial de la Federación del 

penúltimo mes del año de calendario que se actualiza, entre el citado 

índice correspondiente al penúltimo mes del año de calendario anterior al 

de esa fecha. (Ref. por Decreto No. 490, publicado en el P.O. No. 153 de 

21 de diciembre de 1994). 

Tratándose de fincas urbanas o predios rústicos que no obtengan 

producción, la base para la aplicación del Impuesto Predial, podrá ser el 

valor de los inmuebles que se determine o declare mediante avalúo 

practicado por perito autorizado debidamente registrado ante el Instituto, 

o el valor catastral determinado conforme a la presente Ley. (Adic. Por 

Decreto No. 187, publicado en el P. O. No. 156 de 27 de diciembre de 

1996). 
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ARTÍCULO 33. El valor catastral de los predios podrá actualizarse en los 

siguientes casos: 

I. Cuando el valor fijado al predio tenga una antigüedad de más de un 

año. 

II. Cuando en el predio se hagan construcciones, reconstrucciones o 

ampliaciones de las ya existentes. 

III. Cuando la totalidad, o parte, del predio sea objeto del traslado de 

dominio u otra causa que modifique su régimen jurídico y que por dicha 

causa modifique también su valor. 

IV. Cuando el predio sufra un cambio físico que afecte notoriamente su 

valor. 

V. Cuando por la ejecución de obras públicas o privadas se altere el valor 

de los predios. 

VI. A solicitud del propietario o poseedor del predio cumpliendo con los 

lineamientos establecidos en esta Ley y sus Reglamentos. 

ARTÍCULO 34. La valuación catastral, ya sea provisional o definitiva, se 

hará separadamente para el terreno y las construcciones. La suma de los 

valores resultantes será el valor catastral del predio. 

LEY DE GOBIERNO MUNICIPAL DEL ESTADO DE SINALOA 

Artículo 59. Corresponde al Tesorero Municipal: 

(…) 

III. Custodiar y administrar los ingresos provenientes de los impuestos, 

derechos, productos, aprovechamientos y otros arbitrios señalados en la 

Ley de Ingresos del Municipio y en los demás ordenamientos aplicables; 

IV. Imponer las sanciones que correspondan por infracciones a los 

ordenamientos fiscales, cuya aplicación esté encomendada a la propia 

Tesorería; 

Así pues, del análisis del texto del acto combatido no se logra 

advertir que la demandada invoque los preceptos que le otorgan 

legitimación para actuar en el tiempo, modo y lugar en que lo hizo, 

ocasionando tal circunstancia un absoluto estado de indefensión en el 

accionante, ya que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para 

emitir los actos, y el carácter con que los emita, es evidente que no se le 

otorga la oportunidad de examinar si la actuación de ésta  se encuentra o 

no dentro del ámbito competencial respectivo, y si este es o no conforme 

a la Ley, para que, en su caso esté en aptitud de alegar, además de la 



ilegalidad de los actos, la del apoyo en que se funda la autoridad para 

emitirlos en el carácter con que lo haga. 

 

Sustenta lo anterior, las siguientes tesis9: 

COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA 
EMISORA DE UNA RESOLUCION. DEBE FUNDARSE EN EL 

CUERPO MISMO DEL DOCUMENTO. 
Cuando el artículo 16 constitucional prescribe que nadie puede ser 

molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones 
sino mediante mandamiento escrito de autoridad competente que 
funde y motive la causal legal del procedimiento, está 

consagrando dos garantías individuales: la de competencia y la de 
fundamentación y motivación. La garantía de competencia 

prescribe que una autoridad sólo puede actuar en determinado 
sentido si existe una norma jurídica que la autorice para 
conducirse así. La garantía de fundamentación y motivación 

reviste dos aspectos: el formal, por cuanto exige que en el 
documento en donde se contenga el acto de molestia conste una 

exposición de las circunstancias de hecho y las normas o 
principios de derecho que condujeron a la autoridad a inferir el 
acto de molestia; y el material, por cuanto exige que las 

circunstancias de hecho, siendo ciertas, encuadren en las 
hipótesis de los preceptos invocados conforme su recta 

interpretación. Ahora bien, la circunstancia de que tanto la 
doctrina como la jurisprudencia hayan dado un tratamiento 
independientemente a cada una de estas garantías, la de 

competencia y la de fundamentación y motivación, no significa en 
modo alguno que sean ajenas entre sí, o se excluyan en su 

aplicación en favor de un gobernado a quien se ha inferido un 
acto de molestia. Por el contrario, precisamente gracias a su 
interpretación conjunta pueden alcanzarse efectivamente los 

propósitos perseguidos por el Constituyente al plasmarlas como 
garantías de rango constitucional. En efecto, si al regular el acto 

de molestia el artículo 16 constitucional exige, por una parte, la 
existencia de un precepto de derecho que faculte a la 

autoridad para realizar el acto (competencia) y, por otra 
parte, la cita de todos los hechos y preceptos de derecho que 
originen el acto (motivación y fundamentación), es de concluirse 

entonces que dentro de esta cita de preceptos debe incluirse 
concretamente aquél que dé facultades a la autoridad, puesto que 

precisamente la competencia es el primer presupuesto y punto de 
partida para la emisión del acto de molestia, lo que significa 
sencillamente que también la competencia debe estar fundada en 

al mandamiento de autoridad. Para aceptar esta conclusión, 
bastaría considerar que tanto la competencia como la 

fundamentación y motivación se consagraron por el Constituyente 
con un solo objetivo común: brindar seguridad jurídica al 
gobernado frente a la actuación de los órganos del Estado, 

                                                           
9 Séptima Época, Registro: 247637, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  205-216 Sexta Parte, Materia(s): Administrativa, 
Tesis:, Página:112. 
 
Novena Época, Registro: 191575, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta  XII, Julio de 2000, Materia(s): 
Administrativa, Tesis: I.4o.A. J/16, Página:  613. 
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poniendo a su alcance todos los medios necesarios para la 

defensa de sus intereses; en ese orden de ideas, de admitir un 
criterio distinto, eximiendo a la autoridad del deber de fundar su 

competencia, equivaldría a privar al particular de la aptitud 
enteramente legítima de conocer al menos la norma legal que 
permite a la autoridad molestarlo en su esfera jurídica y en su 

caso, de controvertir su actuación si no se halla ajustada a 
derecho. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo directo 953/86. Constructora Alo, S. A. 30 de septiembre 
de 1986. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Góngora 

Pimentel. 
 
Nota: Por ejecutoria de fecha 9 de mayo de 2003, la Segunda 

Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 123/2002 en que 
participó el presente criterio. 
*Énfasis añadido por la Sala. 

 

AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ESTÁN OBLIGADAS A 
CITAR LAS DISPOSICIONES LEGALES QUE FUNDEN SU 

COMPETENCIA. 
El artículo 16 de la Constitución Federal, prescribe que los actos 

de molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad 
competente y cumplir con las formalidades esenciales que le den 
eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad 

debe emitirse por quien esté legitimado para ello, 
expresándose en el acto mismo de molestia, el dispositivo, 

acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, ya que 
de no ser así, se deja al gobernado en estado de 
indefensión, al no poder examinar si la actuación de la 

autoridad emisora se encuentra dentro del ámbito 
competencial respectivo. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 334/91. Miguel Ramírez Garibay. 18 de abril 

de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: José Méndez Calderón. 
Secretario: Jacinto Figueroa Salmorán. 

Amparo en revisión 1494/96. Eduardo Castellanos Albarrán y 
coags. 12 de junio de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: 
Hilario Bárcenas Chávez. Secretario: Francisco Alonso Fernández 

Barajas. 
Amparo en revisión 294/98. Mauricio Fernando Ruiz González. 17 

de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero 
Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas. 
Amparo en revisión 1614/98. Leonardo Alonso Álvarez y coag. 17 

de junio de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero 
Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas. 

Amparo en revisión 2424/98. Elvia Silvia Gordoa Cota. 12 de 
agosto de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero 

Rodríguez. Secretario: Francisco Alonso Fernández Barajas. 
Véase: Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 19©17-
1995, Tomo VI, Materia Común, página 111, tesis 165, de rubro: 

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
DEL ACTO DE AUTORIDAD.". 



*Lo resaltado es de la Sala. 

 

Por consiguiente, tenemos que la autoridad demandada incumplió 

con el requisito Constitucional previsto en el primero párrafo del artículo 

16, el cual impone a toda autoridad la obligación ineludible de señalar en 

el documento en donde conste su actuación, el ordenamiento legal, 

acuerdo o decreto que le prevea su existencia jurídica como un 

presupuesto de su competencia y que lo legitima para actuar. 

 

Cuestión de explorado derecho resulta que el principio de legalidad 

establecido en el precepto Constitucional citado con anterioridad, se 

traduce en la imperante necesidad de que el acto encaminado a 

ocasionar una molestia o privación en la esfera jurídica del particular, 

provenga de autoridad legalmente facultada para emitirlo, así como que 

dentro de su contenido queden satisfechos los requisitos esenciales de 

fundamentación y motivación, mismos que se traducen en la cita de los 

preceptos legales que contengan las atribuciones a través de las cuales la 

autoridad demandada actúa en los términos en que lo hace (y de los que 

deberá abstraerse como cuestión primaria su existencia jurídica), los 

cuales además habrá de resultar idóneos a la circunstancia de hecho 

concreta atribuible al particular. Sirve de apoyo al anterior 

razonamiento10: 

 

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE 
MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL 

PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN 
EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O 

SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE 
TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE  
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE. 

 
De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del 

Tribunal en Pleno  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en la Gaceta del Semanario  Judicial de la Federación 
Número 77, mayo de 1994, página 12, con el rubro: 

"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en 

las cuales se sustentó dicho criterio, se advierte que la garantía de 
fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de 

                                                           
10 Época: Novena Época, Registro: 177347, Instancia: SEGUNDA SALA, Tipo Tesis: Jurisprudencia, 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Localización: Tomo XXII, Septiembre de 
2005, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 115/2005, Pag. 310. 
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exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a 

la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que 
se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la 

exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y 
seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades 
que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la 

prerrogativa de su defensa ante un acto que no cumpla con los 
requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, se 

concluye que es un requisito esencial y una obligación de la 
autoridad fundar en el acto de molestia su competencia, pues sólo 
puede hacer lo que la ley le permite, de ahí que la validez del acto 

dependerá de que haya sido realizado por la autoridad facultada 
legalmente para ello dentro de su respectivo ámbito de 

competencia, regido específicamente por una o varias normas que 
lo autoricen; por tanto, para considerar que se cumple con la 
garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 de la 

Constitución Federal, es necesario que la autoridad precise 
exhaustivamente su competencia por razón de materia, grado o 

territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le 
otorgue la atribución ejercida, citando en su caso el apartado, 
fracción, inciso o subinciso; sin embargo, en caso de que el 

ordenamiento legal no los contenga, si se trata de una norma 
compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente, con la 

única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las 
facultades que le corresponden, pues considerar lo contrario 
significaría que el gobernado tiene la carga de averiguar en el 

cúmulo de normas legales que señale la autoridad en el documento 
que contiene el acto de molestia, si tiene competencia por grado, 

materia y territorio para actuar en la forma en que lo hace, 
dejándolo en estado de indefensión, pues ignoraría cuál de todas 

las normas legales que integran el texto normativo es la 
específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana, 
por razón de materia, grado y territorio. 

 
SEGUNDA SALA 

 
CONTRADICCIÓN DE TESIS 114/2005-SS. Entre las sustentadas 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 

Circuito, el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito y 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 

Circuito. 2 de septiembre de 2005. Cinco votos. Ponente: Genaro 
David Góngora Pimentel. Secretario: Alfredo Aragón Jiménez 
Castro. 

 
Tesis de jurisprudencia 115/2005. Aprobada por la Segunda Sala 

de este Alto Tribunal, en sesión privada del nueve de septiembre 
de dos mil cinco. 

 

Así, al advertirse manifiesto el incumplimiento de las formalidades 

que legalmente deben revestir los ahora controvertidos, de conformidad 

con lo establecido por el artículo 16 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y no cumplir con el principio de legalidad que 

de este precepto constitucional se deriva, tenemos que en la especie se 



actualiza la causa de nulidad de los actos o resoluciones impugnadas 

contenida en el numeral 97, fracción II, de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, que señala: 

―ARTÍCULO 97.- Son causas de nulidad e invalidez de los actos o 
resoluciones impugnadas las siguientes:  
(…) 

II.- Omisión o incumplimiento de las formalidades que legalmente 
debe revestir el acto impugnado siempre y cuando afecte las 

defensas del particular y trascienda al sentido del mismo; 
(…)‖. 

 

 

En las relatadas consideraciones, con apoyo en lo estatuido en la 

fracción II, del artículo 95 de la Ley que rige la actuación de este órgano 

de impartición de justicia, se declara la nulidad del crédito fiscal 

impugnado en la especie. 

 

Consecuentemente, con apoyo en lo estatuido en la fracción II, del 

artículo 95, en relación con el numeral 97 fracción II, de la Ley que rige 

la actuación de este órgano de impartición de justicia, se declara la 

nulidad del cobro del impuesto predial respecto del predio con clave 

catastral ******* que se detalla en los recibos de pago *******, 

*******, *******, *******, *******, ******* y *******. 

 

VI.- Ahora bien, como resultado de la nulidad decretada, lo 

procedente resulta condenar a la autoridad demandada a restituir al 

accionante el monto total de lo consignado en los recibos de pago antes 

anulados.  

 

 Lo anterior, pues de acuerdo al contenido normativo que establece 

el artículo 138 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Sinaloa11, la 

autoridad Municipal está obligada a devolver la cantidad pagada 

indebidamente y las que procedan de conformidad con las leyes fiscales –lo 

                                                           
11 Artículo 138.- Habrá derecho a reclamar la devolución de las cantidades indebidamente pagadas o 

pagadas en cantidad mayor de la debida. Si el pago de lo indebido se hiciese con arreglo a una liquidación 
formulada por las Autoridades Fiscales y si el contribuyente hizo pago liso y llano, sin impugnar la liquidación 
en tiempo y forma, no podrá reclamar la devolución.  
La solicitud de devolución se presentará por escrito ante la Tesorería Municipal, debidamente motivada y 
fundada, acompañada de los documentos probatorios de los hechos aducidos y de los que acrediten el ingreso 
del pago indebido.  
Cuando la Tesorería acuerde la devolución por la cantidad que proceda, dictará acuerdo por escrito debiendo 

realizar el reembolso dentro de los treinta días siguientes a la fecha de su acuerdo. 
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que desde luego, podría derivar como cumplimiento a sentencias dictadas 

por este órgano jurisdiccional conforme con lo dispuesto por el artículo 95, 

fracción VI de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa. 

 

 Así, a juicio de esta Sala y de acuerdo con el contenido del numeral 

precitado, existen pagos indebidos en tanto, que por error de hecho o de 

derecho, se efectúe un pago en cantidad mayor a la que se tenía obligación 

de pagar, o bien, por considerar que existía obligación de pagar, se dé tal 

erogación, siendo que en realidad el contribuyente no se encuentre 

compelido a ello, o sea, que el pago de lo indebido descansa en la 

existencia de una obligación o causa, y en un error de hecho o de derecho 

sobre el cumplimiento de dicha obligación.  

 

En el anterior orden de ideas, tenemos que en el caso que nos ocupa 

nos encontramos en el segundo de los referidos supuestos, actualizado 

desde luego en virtud de la nulidad de los actos impugnados en la especie. 

 

 De conformidad con lo anteriormente expuesto y fundado y con 

apoyo en los artículos 95 fracción II, 96 fracción VI y 97 fracción II, todos 

de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, se 

 

R E S U E L V E: 

PRIMERO.- Es fundada la pretensión aducida en el presente por la 

ciudadana *******, consecuentemente; 

 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de los actos impugnados, de 

conformidad con lo analizado en la parte del apartado V del capítulo de 

Consideraciones y Fundamentos en la presente resolución.  

 

TERCERO.- Una vez que haya causado ejecutoria la presente 

sentencia en los términos de lo preceptuado por el artículo 101 de la Ley 

de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, la autoridad 

demandad, deberá informar a esta Sala el cumplimiento que conforme a 

lo precisado en el apartado VI de esta resolución hubiera otorgado a la 



misma, apercibidas, de que en caso de desacato se procederá en los 

términos que estatuye el artículo 103 del mismo ordenamiento legal. 

 

CUARTO.- En su oportunidad archívese el presente expediente 

como asunto total y definitivamente concluido. 

 

QUINTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado Jesús David 

Guevara Garzón, Magistrado de la Sala Regional  Zona Sur del Tribunal 

de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, con residencia en esta 

Ciudad, en unión del ciudadano Licenciado Enrique Coronado 

Navarrete, Secretario de Acuerdos que actúa y da fe, lo anterior con 

fundamento en los artículos 23 y 26 de la Ley de Justicia Administrativa 

para el Estado de Sinaloa.  

 

ELIMINADO: Corresponde a datos personales de las partes del juicio.  

Fundamento legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 

de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 

Sinaloa, en relación con los numerales Trigésimo Octavo fracción I, 

Quincuagésimo Segundo párrafo, Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo 

Segundo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo Tercero de los 

Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la 

información, así como la elaboración y desclasificación de la información, así 

como la elaboración de versiones públicas. 

 


